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ASUNTO A TRATAR

Procede esta Sala a resolver lo que en derecho corresponda respecto del recurso de apelación interpuesto por el doctor ALI ANTONIO SILVA CANTILLO, contra la decisión proferida el 17 de enero de 2011, por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Bolívar, Magistrado ponente doctor ORLANDO DIAZ ATEHORTUA, que lo sancionó con SUSPENSION por doce (12) meses en el ejercicio del cargo como Juez Primero Promiscuo Municipal del Carmen de Bolívar, por incumplir el deber que señala el numeral 1° del artículo 153 de la Ley Estatutaria 270 de 1996, al inobservar lo contenido en el artículo 86 de la Constitución Política, los artículos 1° y 6° numerales 1°, 4° y 7° del Decreto 2591, y de los artículos 448 del Código Sustantivo del Trabajo y 151 del Código de Procedimiento Laboral. 

ANTECEDENTES PROCESALES 

1. Situación Fáctica:

Señaló el A quo que el Gerente Departamental de la Contraloría General de la Republica, doctor OSWALDO ANTONIO VERGARA GALLO, informó que de la auditoría gubernamental con enfoque especial, a los recursos del Sistema General de Participaciones transferidas al Municipio del Carmen de Bolívar, encontraron que el señor Juez Primero Promiscuo de esa localidad, en las acciones de tutela radicadas bajo los números 1835738, 1845939 y 1803556, reconoció unas acreencias laborales, en cuantías millonarias, no obstante haber prescrito el derecho de los petentes. (Folio 1 c.o.I)
2. Actuación Procesal:

I. Mediante auto del 31 de agosto de 2009, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Bolívar, declaró la apertura de la investigación disciplinaria, para tal efecto dispuso:

· Oficiar a la Secretaría del Juzgado Primero Promiscuo Municipal del Carmen de Bolívar, con el fin se sirva allegar copia íntegra y legible de las acciones de tutela radicadas bajo los números 1835738, 1845939 y 1803556.

· Incorpórese al plenario y téngase como pruebas las aportadas hasta este momento.

· Por último, notificar al doctor ALI ANTONIO SILVA CANTILLO en su calidad de Juez Primero Promiscuo Municipal del Carmen del Bolívar. (Folio 366 c.o.II)

II. Mediante proveído del 19 de julio del 2010, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Bolívar, resolvió formular pliegos de cargos contra el doctor ALI ANTONIO SILVA CANTILLO en su calidad de Juez Primero Promiscuo Municipal del Carmen del Bolívar, como presunto responsable de las faltas que constituyen el incumplimiento de los deberes señalados en el numeral 1° del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, artículos 4°, 6° y 7° del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 86 de la Constitución Política. 

Lo anterior considerando que el no pago de las acreencias –prestaciones sociales- solicitadas mediante acciones de tutela no habían sido canceladas a los actores, y su reclamación mediante la acción constitucional, era improcedente, toda vez que dichas prestaciones se encontraban más que prescritas de conformidad con lo dispuesto en los artículos 488 del Código Sustantivo del Trabajo y la Seguridad Social y 151 del Código Procesal del Trabajo. 

Se consideró igualmente que se violó el precedente constitucional, respecto al principio de la inmediatez de la acción constitucional frente al perjuicio ocasionado, esto es que mal podría haber concedido la tutela frente a hechos que superaban los diez años de ocurrencia o exigibilidad.  En el mismo sentido, se le imputó la vulneración del artículo séptimo del Decreto 2591 de 1991, al ordenar en forma arbitraria como medida preventiva, el embargo y secuestro de los dineros existentes en las cuentas corrientes o de ahorro, de cualquiera de los rubros que tuviere o llegare a tener el accionado en las diferentes entidades bancarias, pues estas medidas sólo son procedentes para proteger un derecho, siempre y cuando se considere necesario y urgente para la protección del mismo. 

La falta se estableció como grave, en atención a la naturaleza esencial del servicio de administración de justicia y la jerarquía del funcionario, además la conducta significó el pago de una cuantiosa suma de dinero que superó los ochocientos millones de pesos, sobre prestaciones que como se indicó ya se encontraban prescritas.  

La forma de culpabilidad se atribuyó a título de culpa, pues el actuar del Juez denota negligencia en el conocimiento y trámite de las referidas acciones de tutela. (Folios 393 a 400 c.o.)

III. El 11 de agosto de 2010, el doctor ANIBAL ALVIZ RUIZ , en su calidad de defensor del disciplinado ALI ANTONIO SILVA CANTILLO, presentó descargos, para lo cual señaló que reiteraba los argumentos expuestos en su memorial del 04 de noviembre de 2009, donde se expuso la imposibilidad del despacho de decretar prescripciones de oficio, pues las mismas, deben ser invocadas o alegadas por parte del interesado.   Argumentó que los fallos de tutela prohijados por el Juzgado del disciplinado, tenían por fulcro recientes certificaciones o resoluciones emanadas de la Alcaldía local, las cuales habilitaban, confesaban, liquidaban y reconocían deudas de acreencias laborales, es decir, en algunos casos actualizaban las deudas laborales. 

Por tanto, el Despacho no tiene la culpa de que el deudor de manera tácita renunciara a las prescripciones de acreencias laborales, toda vez que recuerda que para que se reconozca la prescripción, esta debe ser alegada. Concluye que en el peor de los casos su poderdante obró en estricto cumplimiento de un deber legal como es el acatamiento del artículo 306 del CP.C. (Folios 404 a 407 c.o.II)

IV. El 4 de noviembre de 2010, la doctora ANA MILENA DE LA ROSA TAPIA defensora de confianza del encartado, presentó alegatos de conclusión en donde adujo, luego de realizar un estudio jurídico sobre la situación planteada, que en realidad las obligaciones amparadas mediante tutelas, no se encontraban prescritas y por tanto, no existía falta disciplinaria, que los cargos se apuntaban en señalar: “no hay prescripción del derecho invocado, sino improcedencia de la acción de tutela adelantada por el Juez Primero Promiscuo Municipal del Carmen del Bolívar, por contemplar derechos laborales”, ante lo cual considera que el cargo no compagina con los hechos puestos en conocimiento por la contraloría, pues una cosa es determinar si el derecho invocado estaba prescrito y otra cosa es la improcedencia de la acción de tutela.

Señaló que el ente territorial, al expedir resoluciones de reconocimiento de cesantías y certificación de deuda a los acreedores, automáticamente generó una obligación en favor del acreedor que en estas actuaciones se presumen legales, así esos actos administrativos no estaban prescritos, “de tal suerte que no es responsabilidad del Juez Constitucional que el Alcalde y el Tesorero, hayan reconocido las obligaciones adeudadas por el Municipio del Carmen de Bolívar tal como está demostrado en el proceso”.

Planteó en favor de su patrocinado judicial, el principio de la autonomía de los funcionarios al expedir sus decisiones, enunciando que el ente municipal no interpuso recursos, encontrando ajustada a derecho la decisión, misma que no fue seleccionada por la Corte Constitucional, teniendo como efecto una ejecutoria formal y material.

Sobre la improcedencia de la acción de tutela, por tratarse de derechos de índole laboral, relató que esta jurisdicción no es absoluta, a la luz del numeral 1° del artículo 6° del Decreto 2591 de 1991, al afirmarse: “salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable” por lo que existe una salvedad enunciando por la jurisprudencia constitucional, donde la contraparte (Alcaldía) estuvo en el derecho de ejercer la controversia y donde la entidad no ejerció la defensa.

Por último, esgrimió que no se configuró la antijuridicidad de la conducta, elemento fundamental del injusto disciplinario, pues en realidad no se causó un daño a la Administración Municipal del Carmen de Bolívar, “por cuanto se podría en estos momentos alegar su propia culpa, entonces no existe falta disciplinaria”, sobre el particular señaló: “ha sostenido la Corte Constitucional que las faltas disciplinarias dejaron de ser tipos de mera conducta, para ser tipos de resultado y al no demostrarse por parte del investigador disciplinario el perjuicio causado por mi cliente, entonces mal se le podría endilgar una conducta disciplinaria reprochable. No está demostrado en el proceso, en donde se incumplió un deber legal y a quien le causó perjuicio”. Reiteró que la prescripción debió alegarse y no se podía decretar de oficio. (Folios 421 a 433 c.o.II)

V. Decisión de Primera Instancia:
Mediante proveído del 17 de enero de 2011, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Bolívar, Magistrado Ponente ORLANDO DIAZ ATEHORTUA , decidió sancionar con suspensión por doce (12) meses en el ejercicio del cargo al doctor ALI ANTONIO SILVA CANTILLO, Juez Primero Promiscuo Municipal del Carmen del Bolívar, por incumplir el deber que señala el numeral 1° del artículo 153 de la Ley Estatutaria 270 de 1996, al inobservar lo contenido en el artículo 86 de la Constitución Política y en los artículos 1° y 6° numerales 1°, 4° y 7° del Decreto 2591 de1991, amén de los artículos 448 del Código Sustantivo del Trabajo y 151 del Código de Procedimiento Laboral, al considerar que conforme al acopio probatorio, el funcionario se constituyó en una verdadera vía de hecho, apartándose arbitrariamente de las normas constitucionales que lo obligaban, no teniendo en cuenta los precedentes sobre la materia y acomodando unos en forma evidentemente grosera, que no se avenían con el caso expuesto, por ende, se prueba la diáfana vulneración de las normas judiciales contenidas en la Carta Magna, aplicables al proceso de tutela adelantado por el servidor judicial, así se encuadra perfectamente su accionar en las conductas descritas en la ley disciplinaria.

Consideró el A quo que el Juez Primero Promiscuo Municipal del Carmen de Bolívar, en el proceso tutelar desconoció unas normas sustantivas y procesales, taxativamente citadas, que dada su claridad, no admitían disquisiciones interpretativas, inaplicándolas, igual que los precedentes constitucionales, diáfanos, para resolver la temática planteada, por lo que del análisis integral de los medios de convicción allegados a la actuación, se encuentra que efectivamente se presentaron graves irregularidades en el trámite del susodicho proceso de amparo, evidenciándose que constituye un deber funcional cumplir la Constitución y el Decreto Reglamentario 2591 de 1991, en razón de lo cual el funcionario judicial debió poner un especial cuidado a los preceptos que regulan cada una de esas actuaciones, ya sean jurisdiccionales o administrativas, que le correspondía desarrollar en ejercicio de su cargo, así con esta decisión abiertamente “grosera” o arbitraria, el funcionario afectó su deber funcional, sin justificación alguna. (Folios 435 a 450 c.o.)
VI. De la Impugnación: 
Inconforme con la decisión de primera instancia, mediante escrito radicado el 18 de febrero de 2011, la doctora ANA MILENA DE LA ROSA TAPIA, presentó impugnación contra el fallo anterior, en donde ratifica en todas sus partes los alegatos de conclusión presentados dentro de la presente actuación, sin embargo, considera que la Seccional de instancia se limitó a realizar consideraciones de tipo subjetivo y sin soporte probatorio en contra del disciplinado, utilizando términos que denotan la intensión sesgada del investigador, tales como “actitud bochornosa” de lo que se puede inferir una intensión de sancionar independientemente que la falta este o no probada en el proceso.

Explica que la Seccional considera que al concederse la tutela por el disciplinado se vulneraron preceptos legales y constitucionales que regulan la acción de tutela y por ende, se viola el numeral 1° del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, pues este le impone el deber de cumplir la Constitución y la Ley. Asevera que discutir en sede de disciplinario la legalidad o no de la acción que garantizó el derecho invocado por los tutelantes es inmiscuirse en la esfera de la autonomía de los jueces de la República que viene dada en la Constitución Política de Colombia y además esta función le compete a la Corte Constitucional por ser el organismo de cierre.

Advierte que no sabe de dónde saca la Seccional que su poderdante incurrió en vía de hecho, toda vez que ninguna autoridad judicial se ha pronunciado y revocado tal providencia dictada en sede de tutela. Hace la observación que para que se constituya el injusto disciplinario, se hace necesario que se demuestre la antijuridicidad material de la conducta, hecho que no está demostrado en el proceso, pues no basta con la remisión de copia de la Contraloría sin que se haya demostrado que el detrimento patrimonial investigado por la entidad se haya realizado y de quien fue la responsabilidad, además no es culpa del doctor ALI ANTONIO SILVA CANTILLO en su calidad de Juez Primero Promiscuo Municipal del Carmen del Bolívar, que el municipio del Carmen de Bolívar no hubiese ejercido su derecho de defensa constitucional al cual tenía derecho.
Por último, afirmó que no está demostrado en el proceso la lesividad de la conducta asumida por su poderdante, ni tampoco se dice en el fallo que clase de culpas fue en la que incurrió, lo que demuestra que no existen elementos de juicio que puedan determinar que su defendido incurrió en falta disciplinaria, pues el fallador no demostró la antijuridicidad material de la conducta para imponer una sanción disciplinaria, quedándose de esta forma en el criterio de que los tipos disciplinarios son de mera conducta y que con el simple incumplimiento de un deber se debe imputar falta disciplinaria e imponer sanción, situación que no está acorde con la realidad jurisprudencial de nuestro país.
Por lo anterior, solicitó emitir un fallo de reemplazo absolutorio de la conducta investigada en favor del disciplinado. (Folios 451 a 454 c.o.)

VII. Trámite en Segunda Instancia.

I. Mediante auto del 8 de abril de 2011, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, avocó el conocimiento de las presentes diligencias contra el doctor ALI ANTONIO SILVA CANTILLO, Juez Primero Promiscuo Municipal del Carmen del Bolívar, para tal efecto dispuso:

· Oficiar a la Secretaría Judicial, comunicarle al Ministerio Público e informar si contra el citado funcionario cursan otros procesos en esta Corporación por los mismos hechos. (Folio 4 c.1)

II. El 11 de mayo de 2011, el doctor NESTOR TORRES PEREZ, en calidad de apoderado judicial del doctor ALI ANTONIO SILVA CANTILLO, presenta escrito sustentando el recurso de apelación en contra del fallo de primera instancia, al considerar que en dicho fallo se le violó el derecho de defensa y el debido proceso a su poderdante, toda vez que su procedimiento en la acción de tutela esta cimentado en el principio de buena fe y cosa juzgada.

Aseveró que su poderdante en la acción de tutela fallada, tuvo en cuenta los derechos fundamentales a la vida y al mínimo vital para los accionantes y el doctor ALI ANTONIO SILVA CANTILLO en su calidad de Juez Constitucional esta envestido para amparar derechos constitucionales violados, habiendo un perjuicio cierto y eminente como el presentado en la acción de tutela.

Afirmó que la decisión de primera instancia es errada ya que la Administración Municipal del Carmen de Bolívar fue notificada para que ejerciera su derecho de defensa y contradicción y esta fue pasiva en su actuación, situación ajena a su mandante.

Por último solicitó, se revoque el fallo de primera instancia y se absuelva de todo cargo al doctor ALI ANTONIO SILVA CANTILLO en su calidad de Juez Primero Promiscuo Municipal del Carmen del Bolívar. (Folios 20 y 21 c.1)

CONSIDERACIONES DE LA SALA


La Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura es competente para conocer y decidir este recurso de apelación, de conformidad con el mandato establecido en los artículos 256, numeral 3 de la Carta Política y 112, numeral 4 de la Ley 270 de 1996, a lo cual procede una vez en esta instancia se corrió traslado al Ministerio Público y al funcionario disciplinable, el cual transcurrió en silencio.


Es así como corresponde analizar y decidir si la conducta desplegada por el Doctor ALI ANTONIO SILVA CANTILLO es merecedor de un reproche disciplinario, al configurarse su conducta como antijurídica. En el presente caso, se le endilga al funcionario judicial haber proferido en sede de tutela, el reconocimiento de tres acreencias laborales, por cuantía de $326´000.000, el 12 de septiembre de 2007, Y en cuantía de $434´336.864, el 14 de agosto de 2007, desconociendo la función de administrar justicia, sujeta a las atribuciones otorgadas por la Constitución y la ley.


Esta corporación parte del principio según el cual, la manifestación de la potestad sancionadora del Estado, se concreta en la posibilidad de desplegar un control disciplinario sobre sus servidores, dado la especial sujeción de estos al Estado en razón de la relación jurídica surgida por la atribución de una función jurisdiccional. De esta manera se pretende que, el cumplimiento de sus deberes y responsabilidades se realice dentro de una ética del servicio público, con sujeción a los principios de moralidad, eficacia y eficiencia que deben caracterizar sus actuaciones. En este orden de ideas en el derecho disciplinario funcional, la falta siempre supone la existencia de un deber, cuyo olvido, incumplimiento, o desconocimiento trae como consecuencia la respuesta represiva del Estado. De lo anterior se deduce que lo que genera el reproche del Estado al servidor judicial no es propiamente la voluntad de lesionar intereses jurídicos tutelados, sino los comportamientos que impliquen cumplimiento incompleto y defectuoso de los deberes de cuidado y eficiencia que se le encomiendan. 


Se trata de establecer entonces, según se dijo en la sentencia objeto de impugnación,  si el doctor SILVA CANTILLO, en su condición de Juez Promiscuo del Carmen de Bolívar, faltó al deber establecido en el numeral 1 del artículo 153 de la Ley 270 de 1996.  Dispone el numeral 1 del artículo 153 de la Ley 270 de 1996 que  son deberes de los funcionarios y empleados, según corresponda “1. Respetar, cumplir y, dentro de la órbita de su competencia, hacer cumplir la Constitución, las leyes y los reglamentos.”

Lo anterior en consideración que el funcionario judicial desbordó en criterio del A quo, el marco jurídico que estaba obligado a acatar, así reconoció mediante acción de tutela acreencias de tipo laboral, que en algunos casos ya excedían el término de exigibilidad como se desprende a continuación:

· Resolución No.  916 del 12 de julio de 2007, la Alcaldía Municipal del Carmen de Bolívar, reconoce por concepto de prestaciones laborales a MILADIS ESTHER VILLARREAL, la suma de $80´000.000.

· Resolución No.  953 del 26 de julio de 2007, la Alcaldía Municipal del Carmen de Bolívar, reconoce por concepto de indexación moratoria a CARLOS DÍAZ ROMERO la suma de $90´000.000.

· Resolución No.  952 del 25 de julio de 2007, la Alcaldía Municipal del Carmen de Bolívar, reconoce por concepto de prestaciones sociales atrasadas, a SONIA ARROYO YEPEZ la suma de $156.500.000.

· Certificaciones del 25 de febrero de 2005, mediante las cuales la Alcaldía Municipal de Carmen de Bolívar, reconoce por concepto de cesantías y prestaciones sociales a la señora NEREIDA ACEVEDO PELUFFO Y OTROS la suma de $434´336.864.

Las diferentes resoluciones de la Alcaldía Municipal del Carmen de Bolívar, se asimilaban a títulos ejecutivos, pero el abogado accionante no intentó la vía ordinaria, sino que al mes de reconocida la obligación por parte de la entidad, directamente interpuso la acción de tutela para el pago de la acreencia, pretermitiéndose así la acción ordinaria que le es propia, lo cual fue avalado por el funcionario encartado, sin que advirtiera al momento de admitir las referidas acciones de tutela, que esos títulos debían ventilarse por el trámite ejecutivo laboral, según lo dispone expresamente el artículo 100 del Código de procedimiento laboral.

Tal comportamiento lo justificó el Juez en su momento, argumentando que los medios ordinarios no resultaban expeditos e idóneos para conjurar la vulneración de los derechos fundamentales, pero lo que se evidencia es que este argumento no puede por si solo motivar de esa manera la protección constitucional, porque para su procedencia en definitiva debe haberse probado el perjuicio irremediable, observándose por el contrario que expedidas las resoluciones en julio de 2007, en agosto y septiembre se presentan las acciones de tutela, sin que de contera pueda argumentarse que no resultaba expedita la formulación de la acción ejecutiva laboral, ni eficaces las acciones ordinarias, o que existiera un perjuicio irremediable.

Ahora en lo que respecta a la orden de embargo y secuestro de los dineros en las cuentas corrientes o de ahorros del municipio para garantizar el pago de las acreencias que por vía de tutela se solicitaba el pago, resulta totalmente desbordada y aunque se solicitó como mediada de carácter preventivo, lógicamente al efectuarse el pago, los dineros tuvieron una destinación específica gracias al Juez de tutela, inclusive de forma prevalente respecto a rubros como educación, salud y en general lo que demanda el municipio.

De lo expuesto se advierte que efectivamente la actuación del Funcionario encartado desconoce lo reglado en el artículo 6 del Decreto 2591 de 1991, al señalar como causales de improcedencia de la acción, que exista otros medios de defensa judicial, y cuando sea evidente que la violación del derecho originó un daño consumado, salvo cuando continúe la acción u omisión violatoria del derecho; porque como se demostró en el proceso, el pago de las acreencias laborales, debía ser reclamada por vía ordinaria, la laboral que entratándose de procesos ejecutivos, se entiende ágil y segura, mas aún que ya habían sido reconocidas por la entidad accionada, y no bastaba sino perseguir su ejecución.

Por lo anterior, comparte esta Corporación las consideraciones del A quo, que configuran la actuación del funcionario como una verdadera vía de hecho, teniendo en cuenta que el Juez Promiscuo Municipal del Carmen de Bolívar, se apartó arbitrariamente de lo contenido en el Decreto 2591 de 1991, que rige la acción de tutela, al igual de los precedentes constitucionales que ha sentado la Corte Constitucional sobre la materia, acomodando en forma grosera el tramite tutelar para el reconocimiento de prestaciones económicas.

Ahora bien, respecto de la ilicitud sustancial, se encuentran acreditadas graves irregularidades en el trámite de la acción de amparo por lo que resulta oportuno transcribir lo que la Corte Constitucional precisó en la sentencia C-948 de 6 de noviembre de 2002 emitida en virtud del examen de constitucionalidad del principio rector de ilicitud sustancial preceptuado en el artículo 5º de la Ley 734 de 2002:  

 “Para la Corte, como se desprende de las consideraciones preliminares que se hicieron en relación con la especificidad del derecho disciplinario, resulta claro que dicho derecho está integrado por todas aquellas normas mediante la cuales se exige a los servidores públicos un determinado comportamiento en el ejercicio de sus funciones. En este sentido y dado que, como lo señala acertadamente la visita fiscal, las normas disciplinarias tienen como finalidad encausar la conducta de quienes cumplen funciones públicas mediante la imposición de deberes con el objeto de lograr el cumplimiento de los cometidos fines y funciones estables, el objeto de protección del derecho disciplinario es sin lugar a dudas el deber funcional de quien tiene a su cargo una función pública.

“El incumplimiento de dicho deber funcional es entonces necesariamente el que orienta la determinación de la antijuridicidad de las conductas que se reprochan por ley disciplinaria. Obviamente, no es el desconocimiento formal de dicho deber el que origina la falta disciplinaria, sino que, como por lo demás lo señala la disposición acusada, es la infracción sustancial de dicho deber, es decir, el que se atente contra el buen funcionamiento del Estado y por ende contra sus fines, lo que se encuentra origen de la antijuridicidad de la conducta…”

Ahora bien ningún poder enervante de la tipificación de la falta disciplinaria poseen pues los argumentos defensivos del doctor ALI SILVA CANTILLO, advirtiéndose debidamente estructurada en su faz externa (tipicidad y antijuridicidad) la conducta motivo de reproche disciplinario, dado que con las señaladas omisiones, incurrió en desconocimiento del deber funcional señalado en el artículo 153.1 de la Ley 270 de 1996, Estatutaria de la Administración de Justicia, que lo obliga a cumplir la ley, comportamiento que se observa carente de circunstancias excluyentes de responsabilidad disciplinaria, deviniendo el reproche disciplinario a título de culpa grave en razón al descuido y negligencia observado por el inculpado, quien en atención a la función judicial desempeñada estaba suficientemente enterado de la existencia de la obligación legal señalada en las preceptivas reseñadas y sin embargo las pasó inadvertidas. 

Sobre el tema objeto de investigación, es preciso aclarar que las decisiones proferidas por el funcionario, se aparten de lo que esta ha señalado como autonomía funcional, en virtud de la equivocada aplicación normativa del Juez investigado, no puede predicarse el carácter absoluto del principio de la autonomía funcional y por ende la intangibilidad de la responsabilidad disciplinaria al disponer un embargo a través de una providencia judicial, y el reconocimiento de unas prestaciones económicas que contaban con mecanismos ordinarios para su ejecución, pues no obstante reconocer el carácter prevalente que le asigna la Constitución Política a la autonomía funcional, se debe conciliar con el principio de legalidad, respecto de la asignación de competencias.  En este sentido tenemos entonces que la conducta disciplinaria cumple los presupuestos de ser típica, antijurídica y realizada no tanto por el querer contrariar el ordenamiento disciplinario, sino por la negligencia del funcionario, lo que viene a colmar el presupuesto subjetivo de la conducta: la culpa que fue el grado de culpabilidad imputado al disciplinado.

En consecuencia, acreditada la existencia del ilícito sustancial, como contrariedad con el ejercicio de la función y reunidas las exigencias del artículo 142 de la Ley 734 de 2002, por haberse arribado a la certeza sobre la existencia de la conducta disciplinaria y la responsabilidad del funcionario investigado, se impone la confirmación del fallo sancionatorio.

En lo que tiene que ver con la sanción, esta se mantendrá de conformidad con lo previsto por el artículo 44 numeral 3º de la Ley 734 de 2002, pues la sanción impuesta, atiende los principios de necesidad, razonabilidad y proporcionalidad, propios del Estado social democrático de derecho. 

En mérito de lo expuesto, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE 

PRIMERO: CONFIRMAR la providencia del 17 de enero de 2011, proferida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Bolívar, que decidió sancionar con suspensión por doce (12) meses en el ejercicio del cargo al doctor ALI ANTONIO SILVA CANTILLO, Juez Primero Promiscuo Municipal del Carmen del Bolívar, por incumplir el deber señalado en el numeral 1° del artículo 153 de la Ley Estatutaria 270 de 1996, al inobservar lo contenido en el artículo 86 de la Constitución Política y en los artículos 1° y 6° numerales 1°, 4° y 7° del Decreto 2591 de1991, en armonía con los artículos 448 del Código Sustantivo del Trabajo y 151 del Código de Procedimiento Laboral.
SEGUNDO: Remítase el expediente a la Corporación Seccional Disciplinaria de origen.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
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